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Honorable Congreso del 
Estado Libre y Soberano de  

Michoacán de Ocampo

Septuagésima Sexta Legislatura

Primer Año de Ejercicio

Primer Periodo Ordinario de Sesiones

Iniciativa con Proyecto de 
Decreto por el que se adiciona 
un párrafo cuarto al artículo 
1° de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano 
de Michoacán de Ocampo, 
presentada por el diputado David 
Martínez Gowman, integrante 
del Grupo Parlamentario del 
Partido Verde Ecologista de 
México, y los CC. Alfonso Cortés 
Montesinos y Marco Antonio 
Tortajada Zamora.



2	 Gaceta Parlamentaria 043  F  · Morelia, Michoacán, 20 de febrero 2025

el público, afectando los recursos con que cuenta 
el Estado; c) al requerir los funcionarios públicos 
prebendas indebidas a cambio de servicios públicos; 
d) al influir indebidamente en los procesos electorales 
mediante el financiamiento ilícito de campañas 
electorales y candidaturas.

Destacando que la corrupción tiene un 
impacto grave y diferenciado en el goce y ejercicio 
de los derechos humanos por parte de grupos 
históricamente discriminados, tales como las 
personas en situación de pobreza, las mujeres, los 
pueblos indígenas, los afromexicanos, personas 
migrantes y las personas privadas de libertad y 
afecta de forma especialmente profunda a quienes 
son objeto de trata y tráfico de personas como los 
migrantes, niñas, niños y mujeres.

Enfatizando que la corrupción tiene múltiples 
causas y consecuencias y en su desarrollo participan 
numerosos actores, tanto estatales como entidades 
privadas y empresas y por ello se requiere el 
establecimiento de mecanismos efectivos para 
erradicarla con el fin de garantizar los derechos 
humanos. 

Que bajo el marco jurídico interamericano, 
los Estados tienen el deber de adoptar medidas 
legislativas, administrativas y de cualquier otro 
carácter para garantizar el ejercicio de los derechos 
humanos frente a las vulneraciones y restricciones 
que produce el fenómeno de la corrupción.

Donde el derecho a una sociedad libre de 
corrupción y buena administración emana de la 
Convención Interamericana contra la Corrupción, 
que fue suscrita en Caracas, Venezuela, el 29 de 
marzo de 1996 y entró en vigor por los Estados 
firmantes un año después, iniciando el proceso de 
ratificación de las partes, en donde México realizó el 
acto correspondiente el 27 de mayo de 1997.

La aplicabilidad en México se encuentra 
fundamentado en el primer, segundo y tercer párrafo 
del artículo 1º, y 133 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) que establece:

Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece.

Dip. Juan Antonio Magaña de la Mora,
Presidente de la Mesa Directiva 
del Congreso del Estado de 
Michoacán de Ocampo.
Presente.

El que suscribe, diputado David Martínez Gowman, 
integrante de la Septuagésima Sexta Legislatura del 
Congreso del Estado de Michoacán, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de 
México; así como los CC. Alfonso Cortés Montesinos 
y el C. Marco Antonio Tortajada Zamora, de 
conformidad a lo establecido en los artículos 36 
fracciones II y V, 37 y 44 fracción I de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo; 8° fracción II, 234 y 235 de la Ley Orgánica 
y de Procedimientos del Congreso del Estado de 
Michoacán de Ocampo, someto a consideración de 
este Honorable Congreso la presente Iniciativa con 
Proyecto de Decreto mediante el cual se adiciona un párrafo 
cuarto al artículo 1° de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, al tenor de 
la siguiente

Exposición de Motivos

Considerando que la corrupción es un complejo 
fenómeno que afecta a los derechos humanos en 
su integralidad -civiles, políticos, económicos, 
sociales, culturales y ambientales-, así como al 
derecho al desarrollo; debilita la gobernabilidad y las 
instituciones democráticas, fomenta la impunidad, 
socava el Estado de Derecho y exacerba la desigualdad

 La Corte Interamericana de los Derechos 
Humanos, habiendo realizado dos reuniones de 
consulta con operadores de justicia, expertos y 
sociedad civil, quienes destacaron que la corrupción 
se caracteriza por el abuso o desviación del poder, 
que puede ser público o privado, que desplaza el 
interés público por un beneficio privado (personal o 
para un tercero), y que debilita las instituciones de 
control tanto administrativas como judiciales.

Consternados y consternadas porque al prevalecer 
la corrupción, los actores involucrados establecen 
estructuras que capturan las entidades estatales, a 
través de distintos esquemas criminales , por ejemplo, 
a) al adoptar decisiones gubernamentales de manera 
irregular, tales como contratos u obras públicas, 
nombramientos o ascensos, leyes o exoneraciones 
tributarias, afectando los principios de igualdad, 
transparencia, debido proceso e imparcialidad; b) 
al valorar los contratos u obras públicas de manera 
desviada, favoreciendo el interés privado por sobre 
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De conformidad con lo previsto por los artículos 6, 16, 
108, 109, 113 y 134 constitucionales y con la reforma que 
creó el Sistema Nacional Anticorrupción, puede concluirse 
válidamente que la Constitución reconoce los derechos 
fundamentales a la transparencia, honradez y rendición de 
cuentas respecto del uso de recursos públicos ya que establece 
un régimen de actuación y comportamiento Estatal, así 
como de responsabilidades administrativas.

De lo anterior, el juzgador –como lo señaló en el juicio 
de amparo 1311/2016– desprende que existe un derecho 
fundamental a favor de los ciudadanos de vivir en un 
ambiente libre de corrupción en el que todas las personas 
servidoras públicas desempeñen su labor con honradez, 
honestidad ética y transparencia.

Asimismo, el juzgador advierte que, con la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación de 27 de 
mayo de 2015, el poder reformador de la Constitución 
creó el Sistema Nacional Anticorrupción el cual es 
garantía institucional y procesal de la sociedad para 
vivir en un ambiente libre de corrupción.

Por lo anterior, el Estado ha fijado una postura 
política a la erradicación de la corrupción a través 
de iniciativas y actos tendientes a fiscalizar a los 
distintos niveles de gobierno, servidores públicos 
y, en general, a todo aquel ciudadano por el cual se 
tengan indicios de esta conducta criminal, incluida 
la ampliación al catálogo de delitos que ameritan 
prisión preventiva oficiosa.

El Sistema Nacional Anticorrupción y el Sistema 
Estatal Anticorrupción de Michoacán, nació 
como una concesión de un gobierno fallido ante 
la ciudadanía para aliviar la presión social, a pesar 
de que la concesión debería ser del pueblo a los 
gobernantes y no al revés.

La reforma que creó al Sistema Nacional 
Anticorrupción y el Sistema Estatal Anticorrupción 
de Michoacán omitió pagar una deuda histórica 
con el pueblo: reconocer la soberanía de las y los 
mexicanos sobre el ejercicio de sus recursos públicos 
y, por lo tanto, reconocer explícitamente nuestro 
derecho fundamental a combatir la corrupción.

Hoy en día, un ciudadano común que quiera 
combatir la corrupción se encontrará con un sin 
número de barreras, no sólo políticas y fácticas, sino 
también jurídicas.

Supongamos que alguien se entera de un caso 
indignante de corrupción; decide hacer algo por su 
cuenta en lugar de esperar a que el gobierno actúe por 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 
los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que 
establezca la ley.

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso 
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén 
de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por 
el presidente de la República, con aprobación del Senado, 
serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada 
entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes 
y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que 
pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades 
federativas.

Como lo señalan Estefanía Medina y Adriana 
Greaves en la edición de la revista Nexos de enero 21 
de 2020, si en algo coincidimos todas las mexicanas 
y mexicanos es que el fenómeno de la corrupción 
presenta un obstáculo al progreso de la sociedad 
debido, entre otros, a sus efectos negativos en el goce 
de los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
La corrupción, como ya se ha reconocido, presenta 
un impedimento real y muchas veces absoluto en la 
materialización de los derechos económicos, políticos 
y sociales de los ciudadanos. En el estudio Corrupción 
y derechos humanos publicado el 6 de diciembre 
de 2019 por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, se señala que: “los Estados no pueden 
cumplir con sus obligaciones en materia de derechos 
humanos cuando existe corrupción extendida. Por 
el contrario, la privación de los derechos como la 
alimentación, la salud, la vivienda y la educación son 
algunas de las terribles consecuencias que produce la 
corrupción en los países latinoamericanos.”

En la sentencia de Amparo Directo 589/2018, el 
juzgador Fernando Silva García, adscrito al Octavo 
Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de 
México consideró que:

Por ende, toda vez que los hechos evidencian que en 
México existe un severo problema de corrupción, los 
derechos fundamentales contenidos en los artículos 6, 109 y 
134 constitucionales tienen para este juzgador una eficacia 
reforzada.
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El derecho mexicano acepta la aplicación del 
derecho internacional dentro del ordenamiento 
jurídico. Partiendo de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos encontramos diversas 
disposiciones tales como los artículos 1º,42, 89 y 
76 en las que se reconoce la validez de las normas 
internacionales. Asimismo, el artículo 133 califica 
como parte de la Ley Suprema de toda la Unión a 
los tratados internacionales que viene a fortaleces el 
artículo 1° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.[2] 

A continuación, me permito citar a los tratados y 
convenciones internacionales suscritos por México, 
que se relacionan con la necesidad de adicionar el 
derecho humano a vivir en una sociedad libre de 
corrupción y buena administración, así como al 
fortalecimiento de la participación de la sociedad 
civil en la prevención y lucha contra la corrupción.

Convención de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) contra la Corrupción.

En su prefacio se asentó lo siguiente:

La corrupción es una plaga insidiosa que tiene un 
amplio espectro de consecuencias corrosivas para la 
sociedad. Socava la democracia y el estado de derecho, 
da pie a violaciones de los derechos humanos, distorsiona 
los mercados, menoscaba la calidad de vida y permite el 
florecimiento de la delincuencia organizada, el terrorismo 
y otras amenazas a la seguridad humana. Este fenómeno 
maligno se da en todos los países –grandes y pequeños, ricos 
y pobres– pero sus efectos son especialmente devastadores en 
el mundo en desarrollo.

La corrupción afecta infinitamente más a los pobres 
porque desvía los fondos destinados al desarrollo, socava 
la capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios básicos, 
alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la 
inversión y las ayudas extranjeras. La corrupción es un 
factor clave del bajo rendimiento y un obstáculo muy 
importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo. Por 
consiguiente, me complace que dispongamos ahora de un 
nuevo instrumento para hacer frente a este flagelo a escala 
mundial.

La aprobación de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción dejará bien claro que la comunidad 
internacional está decidida a impedir la corrupción y 
a luchar contra ella. Advertirá a los corruptos que no 
vamos a seguir tolerando que se traicione la confianza de 
la opinión pública. Y reiterará la importancia de valores 
fundamentales como la honestidad, el respeto del estado de 
derecho, la obligación de rendir cuentas y la transparencia 
para fomentar el desarrollo y hacer que nuestro mundo sea 
un lugar mejor para todos.

iniciativa propia; se organiza, obtiene documentos 
que prueban el involucramiento de varios políticos y 
empresarios en una red de corrupción y presenta una 
denuncia penal en su contra. Recibida su denuncia, 
las autoridades lo acompañarán a la calle y le cerrarán 
la puerta. “Nosotros nos encargamos. ¿Qué quiere 
ver el expediente? No, es que no se puede. Usted no 
es el afectado. No le violaron ningún derecho”.

La anterior es sólo una de las mil formas en que 
la falta de un reconocimiento expreso del derecho 
humano a una sociedad libre de corrupción y buena 
administración impide que un ciudadano pueda 
exigir el correcto ejercicio de los recursos públicos 
y vigilar a las autoridades en el desarrollo de sus 
obligaciones anticorrupción.

La exigencia de que el Constituyente 
Permanente –el órgano encargado de reformar 
nuestra Constitución– reconozca este derecho es 
de trascendental importancia por dos razones: i) 
reconocer el derecho humano a vivir en una sociedad 
libre de corrupción y buena administración no sólo 
es posible y deseable, sino que además es necesario si 
pretendemos que el pueblo sea realmente el soberano 
del cual emana y para el cual se constituye el poder del 
Estado; de lo contrario, la soberanía popular seguirá 
siendo, en gran proporción, un simple discurso 
legitimador del Estado, una retórica constitucional 
y no una realidad; y ii) a través de su reconocimiento, 
el combate a la corrupción se convierte en una labor 
que puede iniciar desde cualquier trinchera en la 
sociedad, multiplicando las posibilidades de que 
realmente se combata la corrupción y reconociendo 
un derecho que deberíamos tener todas las personas.

Reconocer este derecho implica llevar a cabo una 
democratización necesaria de la lucha anticorrupción. 
Si consideramos que la corrupción es un mal 
sistemático que infecta a millones de individuos y un 
sinnúmero de relaciones sociales, entonces la mejor 
apuesta es que la cura venga de un sistema igual de 
amplio, en el que cualquier persona –y no sólo los 
órganos del Estado y los representantes del Consejo 
de Participación Ciudadana previstos en el diseño 
del Sistema Nacional Anticorrupción o en el Sistema 
Anticorrupción de Michoacán– pueda defender y 
exigir jurídicamente que se respete su derecho a la 
no corrupción. Así se multiplican las probabilidades 
de que agentes “sanos” no corruptos impulsen los 
cambios necesarios desde las partes del sistema que 
se encuentran “limpias”. Frente a la pregunta acerca 
de ¿quién vigilará a los gobernantes?, tal vez la mejor 
respuesta sea que serán los gobernados. [1]



Gaceta Parlamentaria 043 F · Morelia, Michoacán, 20 de febrero 2025 	 5 

Teniendo presentes también los principios de debida 
gestión de los asuntos y los bienes públicos, equidad, 
responsabilidad e igualdad ante la ley, así como la necesidad 
de salvaguardar la integridad y fomentar una cultura de 
rechazo de la corrupción...

Entre su articulado, contempla lo siguiente:

Artículo 5°. Políticas y prácticas de prevención de la 
corrupción.

1. Cada Estado parte, de conformidad con los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, formulará 
y aplicará o mantendrá en vigor políticas coordinadas 
y eficaces contra la corrupción que promuevan la 
participación de la sociedad y reflejen los principios del 
imperio de la ley, la debida gestión de los asuntos y los bienes 
públicos, la integridad, la transparencia y la obligación de 
rendir cuentas.
2. Cada Estado parte procurará establecer y fomentar 
prácticas eficaces encaminadas a prevenir la corrupción.

Artículo 13. Participación de la sociedad.

1. Cada Estado parte adoptará medidas adecuadas, dentro 
de los medios de que disponga y de conformidad con los 
principios fundamentales de su derecho interno, para 
fomentar la participación activa de personas y grupos que 
no pertenezcan al sector público, como la sociedad civil, las 
organizaciones no gubernamentales y las organizaciones 
con base en la comunidad, en la prevención y la lucha 
contra la corrupción, y para sensibilizar a la opinión pública 
con respecto a la existencia, las causas y la gravedad de la 
corrupción, así como a la amenaza que ésta representa. 
Esa participación debería reforzarse con medidas como las 
siguientes:

a) Aumentar la transparencia y promover la contribución 
de la ciudadanía a los procesos de adopción de decisiones;
b) Garantizar el acceso eficaz del público a la información;
c) Realizar actividades de información pública para 
fomentar la intransigencia con la corrupción, así como 
programas de educación pública, incluidos programas 
escolares y universitarios;

d) Respetar, promover y proteger la libertad de buscar, 
recibir, publicar y difundir información relativa a la 
corrupción. Esa libertad podrá estar sujeta a ciertas 
restricciones, que deberán estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para:

i) Garantizar el respeto de los derechos o la reputación de 
terceros;
ii) Salvaguardar la seguridad nacional, el orden público, o 
la salud o la moral públicas.

En su preámbulo se asentó que:

Los Estados parte en la presente Convención...

Preocupados por la gravedad de los problemas y las 
amenazas que plantea la corrupción para la estabilidad 
y seguridad de las sociedades al socavar las instituciones 
y los valores de la democracia, la ética y la justicia y al 
comprometer el desarrollo sostenible y el imperio de la ley...

Preocupados también por los vínculos entre la corrupción 
y otras formas de delincuencia, en particular la delincuencia 
organizada y la delincuencia económica, incluido el 
blanqueo de dinero, Preocupados asimismo por los casos 
de corrupción que entrañan vastas cantidades de activos, 
los cuales pueden constituir una proporción importante de 
los recursos de los Estados, y que amenazan la estabilidad 
política y el desarrollo sostenible de esos Estados...

Convencidos de que la corrupción ha dejado de ser 
un problema local para convertirse en un fenómeno 
transnacional que afecta a todas las sociedades y economías, 
lo que hace esencial la cooperación internacional para 
prevenirla y luchar contra ella...

Convencidos también de que se requiere un enfoque 
amplio y multidisciplinario para prevenir y combatir 
eficazmente la corrupción...

Convencidos asimismo de que la disponibilidad de 
asistencia técnica puede desempeñar un papel importante 
para que los Estados estén en mejores condiciones de poder 
prevenir y combatir eficazmente la corrupción, entre otras 
cosas fortaleciendo sus capacidades y creando instituciones....

Convencidos de que el enriquecimiento personal ilícito 
puede ser particularmente nocivo para las instituciones 
democráticas, las economías nacionales y el imperio de la 
ley,

Decididos a prevenir, detectar y disuadir con mayor 
eficacia las transferencias internacionales de activos 
adquiridos ilícitamente y a fortalecer la cooperación 
internacional para la recuperación de activos...

Reconociendo los principios fundamentales del debido 
proceso en los procesos penales y en los procedimientos 
civiles o administrativos sobre derechos de propiedad...

Teniendo presente que la prevención y la erradicación 
de la corrupción son responsabilidad de todos los Estados 
y que éstos deben cooperar entre sí, con el apoyo y la 
participación de personas y grupos que no pertenecen al 
sector público, como la sociedad civil, las organizaciones no 
gubernamentales y las organizaciones de base comunitaria, 
para que sus esfuerzos en este ámbito sean eficaces...
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Teniendo presente que para combatir la corrupción 
es responsabilidad de los Estados la erradicación de la 
impunidad y que la cooperación entre ellos es necesaria 
para que su acción en este campo sea efectiva; y

Decididos a hacer todos los esfuerzos para prevenir, 
detectar, sancionar y erradicar la corrupción en el ejercicio 
de las funciones públicas y en los actos de corrupción 
específicamente vinculados con tal ejercicio...

El Programa Anticorrupción de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) para América Latina.

Los cinco países latinoamericanos que forman parte de 
la Convención para Combatir el Cohecho de Servidores 
Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales 
Internacionales de la OCDE - Argentina, Brasil, Chile, 
Colombia y México - establecen un puente entre la OCDE, 
otros países y organizaciones de la región, y contribuyen a 
alcanzar los objetivos del programa.

El Programa Anticorrupción de la OCDE para América 
Latina es una plataforma de diálogo sobre la lucha contra el 
cohecho de funcionarios públicos extranjeros entre las Partes 
en las convenciones de la OCDE, la OEA y las Naciones 
Unidas. Participan representantes de una amplia gama de 
ministerios, agencias gubernamentales y organizaciones no 
gubernamentales de América latina. El programa brinda 
la ocasión de compartir con países latinoamericanos las 
mejores prácticas surgidas en el marco del Grupo de Trabajo 
sobre el Cohecho y, a su vez, la experiencia de los países 
latinoamericanos enriquece el debate sobre políticas de la 
OCDE.

En cuanto a la legislación nacional, cabe hacer una 
breve revisión del marco jurídico vigente respecto 
del derecho humano a vivir en una sociedad libre de 
corrupción y buena administración, notándose la 
ausencia especifica de este derecho.

La Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos señala: 

Artículo 1°. En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en 
esta Constitución y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que 
esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 
los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia.

2. Cada Estado parte adoptará medidas apropiadas 
para garantizar que el público tenga conocimiento de 
los órganos pertinentes de lucha contra la corrupción 
mencionados en la presente Convención y facilitará 
el acceso a dichos órganos, cuando proceda, para 
la denuncia, incluso anónima, de cualesquiera 
incidentes que puedan considerarse constitutivos 
de un delito tipificado con arreglo a la presente 
Convención.

La Convención Interamericana contra la 
Corrupción señalo lo siguiente:

Preámbulo...

Convencidos de que la corrupción socava la legitimidad 
de las instituciones públicas, atenta contra la sociedad, el 
orden moral y la justicia, así como contra el desarrollo 
integral de los pueblos;

Considerando que la democracia representativa, 
condición indispensable para la estabilidad, la paz y el 
desarrollo de la región, por su naturaleza, exige combatir 
toda forma de corrupción en el ejercicio de las funciones 
públicas, así como los actos de corrupción específicamente 
vinculados con tal ejercicio;

Persuadidos de que el combate contra la corrupción 
fortalece las instituciones democráticas, evita distorsiones de 
la economía, vicios en la gestión pública y el deterioro de la 
moral social;

Reconociendo que, a menudo, la corrupción es uno de los 
instrumentos que utiliza la criminalidad organizada con la 
finalidad de materializar sus propósitos;

Convencidos de la importancia de generar conciencia 
entre la población de los países de la región sobre la 
existencia y gravedad de este problema, así como de la 
necesidad de fortalecer la participación de la sociedad civil 
en la prevención y lucha contra la corrupción;

Convencidos de la necesidad de adoptar cuanto antes 
un instrumento internacional que promueva y facilite la 
cooperación internacional para combatir la corrupción y, 
en especial, para tomar las medidas apropiadas contra las 
personas que cometan actos de corrupción en el ejercicio 
de las funciones públicas o específicamente vinculados con 
dicho ejercicio; así como respecto de los bienes producto de 
estos actos;
Profundamente preocupados por los vínculos cada vez más 
estrechos entre la corrupción y los ingresos provenientes 
del tráfico ilícito de estupefacientes, que socavan y atentan 
contra las actividades comerciales y financieras legítimas y 
la sociedad, en todos los niveles;
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V. Regular la organización y funcionamiento del Sistema 
Nacional, su Comité Coordinador y su Secretaría Ejecutiva, 
así como establecer las bases de coordinación entre sus 
integrantes;
VI. Establecer las bases, principios y procedimientos para la 
organización y funcionamiento del Comité de Participación 
Ciudadana;
VII. Establecer las bases y políticas para la promoción, 
fomento y difusión de la cultura de integridad en el 
servicio público, así como de la rendición de cuentas, de 
la transparencia, de la fiscalización y del control de los 
recursos públicos;
VIII. Establecer acciones permanentes que aseguren la 
integridad y el comportamiento ético de los Servidores 
públicos, así como crear las bases mínimas para que todo 
órgano del Estado mexicano establezca políticas eficaces de 
ética pública y responsabilidad en el servicio público; IX. 
Establecer las bases del Sistema Nacional de Fiscalización, y
X. Establecer las bases mínimas para crear e implementar 
sistemas electrónicos para el suministro, intercambio, 
sistematización y actualización.

Existen igualmente leyes de los sistemas estatales 
anticorrupción en las 32 entidades federativas del 
país, sin embargo, ninguna hace referencia al derecho 
humano a vivir en una sociedad libre de corrupción y 
buena administración.

Revisando las constituciones políticas de las 
entidades federativas que contemplan el derecho 
humano a vivir en una sociedad libre de corrupción 
y buena administración, encontramos que las 
constituciones de los estados de Baja California y 
Durango, citamos aquí el caso de la Constitución 
Política del Estado de Baja California, que en su 
artículo 7, apartado A (último párrafo) establece que: 
“Toda persona tiene el derecho humano a vivir libre 
de corrupción” y el caso de la Constitución Política 
del estado de Durango, que en su artículo 3, (último 
párrafo) establece que “Toda Persona tiene derecho a 
vivir en un ambiente libre de corrupción”.

Resoluciones de la CIDH: 

En el contexto internacional, existen resoluciones 
que atienden la importancia de la lucha contra 
la corrupción para garantizar el goce efectivo de 
los derechos humanos, revisamos brevemente las 
principales que han sido emitidas.

La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos de la OEA, dictó par de resoluciones, en 
los siguientes términos:

Resolución 1/17 Derechos humanos y lucha contra 
la impunidad y la corrupción (12 de septiembre de 
2017):

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad 
con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad.

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, 
en los términos que establezca la ley.

Artículo 19.

(Segundo párrafo)

 ... El juez ordenará la prisión preventiva oficiosamente, 
en los casos de... corrupción tratándose de los delitos de 
enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones...”

Artículo 109:

III. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores 
públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban 
observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones.

Artículo 113. El Sistema Nacional Anticorrupción es la 
instancia de coordinación entre las autoridades de todos los 
órdenes de gobierno competentes en la prevención, detección 
y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de 
corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos 
públicos.

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan 
la Federación, las entidades federativas, los Municipios y 
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, 
se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los 
que estén destinados.
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción: 

Artículo 2°. Son objetivos de esta ley:

I. Establecer mecanismos de coordinación entre los diversos 
órganos de combate a la corrupción en la Federación, las 
entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la 
Ciudad de México;
II. Establecer las bases mínimas para la prevención de 
hechos de corrupción y faltas administrativas;
III. Establecer las bases para la emisión de políticas públicas 
integrales en el combate a la corrupción, así como en la 
fiscalización y control de los recursos públicos;
IV. Establecer las directrices básicas que definan la 
coordinación de las autoridades competentes para la 
generación de políticas públicas en materia de prevención, 
detección, control, sanción, disuasión y combate a la 
corrupción;
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Recordando que el objetivo de toda política pública 
para combatir la corrupción debe estar enfocado y ser 
implementado a la luz de los siguientes principios: 
el papel central de la víctima, la universalidad e 
inalienabilidad; indivisibilidad; interdependencia y 
la interrelación entre los derechos humanos; la no 
discriminación y la igualdad; la perspectiva de género 
e interseccionalidad; la participación e inclusión; la 
rendición de cuentas; el respeto al estado de derecho 
y el fortalecimiento de la cooperación entre los 
Estados.

Corte Interamericana de Derechos Humanos:

Estudio publicado el 6 de diciembre de 2019, 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Corrupción y Derechos Humanos, se señala que:

Los Estados no pueden cumplir con sus obligaciones en 
materia de derechos humanos cuando existe corrupción 
extendida. Por el contrario, la privación de los derechos 
como la alimentación, la salud, la vivienda y la educación 
son algunas de las terribles consecuencias que produce la 
corrupción en los países latinoamericanos.

Resoluciones judiciales nacionales

En el contexto nacional ya han ocurrido 
importantes precedentes en materia de amparos, 
así como opiniones calificadas relacionadas, donde 
se desprende y podemos sostener la necesidad del 
derecho a vivir en una sociedad libre de corrupción 
y buena administración, se describen a continuación 
las más trascendentes.

Juicio de Amparo # 589/2018 Juzgado Octavo 
de Distrito en Materia Administrativa, Ciudad de 
México. Sentencia dictada el día 31 de julio 2018.

Considerandos:

Noveno (página 56). De lo anterior, este juzgador 
–como lo señaló en el juicio de amparo 1311/2016 
desprende que existe un derecho fundamental a favor 
de los ciudadanos de vivir en un ambiente libre de 
corrupción en el que todos los funcionarios públicos 
desempeñen su labor con honradez, honestidad ética 
y transparencia.

Asimismo, este juzgador advierte que con 
la reforma publicada en el Diario Oficial de 
la Federación de 27 de mayo de 2015 el Poder 
Reformador de la Constitución creó el Sistema 
Nacional Anticorrupción el cual es garantía 
institucional y procesal de la sociedad para vivir en 

La lucha contra la corrupción guarda una relación 
inequívoca con el ejercicio y disfrute de los derechos humanos. 
La impunidad impulsa y perpetúa actos de corrupción.

Por ello, el establecimiento de mecanismos efectivos 
para erradicarla es una obligación imperiosa con el fin de 
alcanzar el acceso efectivo a una justicia independiente e 
imparcial y para garantizar los derechos humanos.

En ese sentido, la Comisión reafirma la importancia que 
tiene la lucha contra la corrupción para garantizar el goce 
efectivo de los derechos humanos, en especial de los derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales.

Resolución 1/18 Corrupción y derechos humanos 
(2 de marzo de 2018):

Considerando que la corrupción es un complejo fenómeno 
que afecta a los derechos humanos en su integralidad –civiles, 
políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales-, así 
como al derecho al desarrollo; debilita la gobernabilidad 
y las instituciones democráticas, fomenta la impunidad, 
socava el Estado de derecho y exacerba la desigualdad.

a) Al adoptar decisiones en nombramientos o ascensos, 
afectando los principios de igualdad, transparencia, debido 
proceso e imparcialidad;
d)... La corrupción tiene un impacto grave y diferenciado 
en el goce y ejercicio de los derechos humanos por parte de 
grupos históricamente discriminados,

Enfatizando que la corrupción tiene múltiples causas 
y consecuencias y en su desarrollo participan numerosos 
actores, tanto estatales como entidades privadas y empresas 
y por ello se requiere el establecimiento de mecanismos 
efectivos para erradicarla con el fin de garantizar los 
derechos humanos.

Que bajo el marco jurídico interamericano, los 
Estados tienen el deber de adoptar medidas legislativas, 
administrativas y de cualquier otro carácter para garantizar 
el ejercicio de los derechos humanos frente a las vulneraciones 
y restricciones que produce el fenómeno de la corrupción.

Recordando que en 2017, la Comisión Interamericana 
publicó la Resolución 1/17 sobre los Derechos Humanos 
y la Lucha contra la Impunidad y la Corrupción, en 
la que afirmó que “la lucha contra la corrupción está 
indisolublemente ligada al ejercicio y disfrute de los derechos 
humanos. La impunidad fomenta y perpetúa los actos de 
corrupción. El establecimiento de mecanismos efectivos 
para erradicar la corrupción es una obligación urgente 
para lograr un acceso efectivo a una justicia independiente e 
imparcial y para garantizar los derechos humanos.
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En este sentido, el informe señala que hay varias 
formas en que la corrupción incide en la violación 
de los derechos humanos, destacando las siguientes:

1) Solicitud de sobornos como condición del acceso 
a los derechos, ya sea el acceso a la justicia o, en 
general, a los servicios públicos.
2) Pago de sobornos para realizar acciones que 
debieran estar prohibidas y que son abiertamente 
violatorias a los derechos, como sería el caso de 
pagar un soborno a un supervisor de condiciones 
laborales, o a un evaluador de impacto de una obra 
de infraestructura.
3) Cuando los actos de corrupción tienen como 
consecuencia la disminución de los recursos 
públicos y, por ende, se tendrán menos bienes y 
peores servicios que abiertamente transgreden las 
obligaciones de protección, garantía y promoción 
de todos los derechos; así como las obligaciones de 
progresividad, prohibición de regresión y máximo 
uso de recursos disponibles.
4) Cuando estamos frente a la captura estatal. 
Lo que sucede en estos casos es la distorsión de 
los procesos de diseño de las políticas públicas 
generando la privatización de lo público y, por ende, 
el incumplimiento de las obligaciones a cargo del 
Estado en materia de derechos humanos.

Por otra parte, La exigibilidad de los derechos 
humanos es una noción que se integra a partir de 
dos conceptos opuestos, pero que, al relacionarlos 
entre sí, forman dos dimensiones que en la práctica 
resultan indisolubles. En la primera se encuentra 
la justiciabilidad, y en la segunda, la exigibilidad 
política.

De acuerdo con Silvina Alegre. (2014, p. 2), 
la justiciabilidad o posibilidad de demandar 
judicialmente la restitución de un derecho vulnerado 
se sustenta en un sistema legal que comprende 
instancias judiciales y administrativas. La exigibilidad 
política o posibilidad de instalar demandas a 
través de la acción colectiva, se cimenta en esa 
institucionalidad para transformarla, otorgándole 
una nueva legitimidad. Esta dinámica requiere como 
trasfondo la vigencia de un Estado constitucional de 
derecho y resulta fortalecida cuando éste se define 
además como social.

Si bien estos dos conceptos son opuestos, 
interactúan dialécticamente. En el caso de la 
corrupción, el Estado precisa contar con capacidades 
suficientes para producir bienes colectivos, así como 
para evitar su captura a través de las diversas facetas 
en que la corrupción se despliega, ya sea esta de 
bajo nivel o de baja intensidad, sistemática o por el 
deficiente ejercicio de la autoridad.

un ambiente libre de corrupción.
Décimo Tercero (página 86). - Efectos de la protección 
constitucional. Por lo anterior, con fundamento 
en el artículo 77 de la Ley de Amparo, al resultar 
fundados los argumentos expuestos por la quejosa 
en sus conceptos de violación, lo procedente es 
conceder el amparo y protección de la Justicia Federal 
solicitados, para el efecto de que el Presidente de 
la República, el Senado, o en su caso, la Comisión 
Permanente, cumplan la ley y la Constitución 
Federal, específicamente los artículos 14, 16, 73, 
fracción XXXIX-H, 109, 113 y 134 de la Carta Magna, 
todo ello en relación con el derecho fundamental de 
los ciudadanos a vivir en un Estado y sociedad libre 
de corrupción .

Tesis de Tribunales Colegiados de Circuito, 
materia Constitucional y Penal (Noveno Tribunal 
Colegiado, del primer circuito, Amparo en Revisión 
# 216/2019 Sentencia dictada el 3 de octubre 2019) 
con Número de Registro # 2021043, publicada el 
15 de noviembre del 2019, con el rubro “Derecho 
humano a vivir en un ambiente libre de corrupción”.

La corrupción es un fenómeno que ha demandado 
especial atención por parte de las instituciones 
gubernamentales, de las organizaciones ciudadanas 
de la sociedad civil, así como de académicos e 
investigadores.

Combatir la corrupción no es una tarea de buena 
intenciones, se trata de una urdimbre de elementos, 
compuestos en primer lugar por instituciones 
públicas y acciones orientadas a la transparencia, la 
rendición de cuentas, la auditoría y fiscalización de 
los recursos públicos; en segundo término, por un 
conjunto de disposiciones legales, políticas públicas, 
mecanismos e instrumentos administrativos y 
jurídicos orientados a prevenir, detectar, investigar y 
sancionar los actos de corrupción, y finalmente, por 
la existencia de una cultura individual y ciudadana 
fundada en la ética pública. [3]

Por lo anterior, en el informe como el estudio 
denominado Los Derechos Humanos y la corrupción 
en México. Análisis de las tendencias en las 
entidades federativas entre el 2000 y el 2014 (Daniel 
Vázquez, 2017), cuyo objetivo general fue observar 
empíricamente el impacto de la corrupción sobre las 
violaciones a derechos humanos, y específicamente 
sus objetivos fueron medir la corrupción en México, 
medir el ejercicio de derechos humanos en México, 
teorizar sobre la relación causal de la corrupción y 
los derechos humanos, pensar en futuros estudios 
sobre esta fuente de violaciones a derechos humanos 
y en ellos, reflexionar sobre aspectos clave que debiera 
tener una política pública anticorrupción.
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Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con la Constitución 
Federal, con los tratados internacionales de la 
materia y esta Constitución, favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos 
humanos, en los términos que establezca la ley.

Toda persona tiene derecho humano a vivir en una 
sociedad libre de corrupción y buena administración, 
a la fiscalización, a la rendición de cuentas públicas y 
al combate a la corrupción.

La mujer y el hombre son iguales ante la ley. 
Queda prohibida toda discriminación motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, las condiciones 
de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas.

Transitorios

Artículo Primero. Remítase el presente Decreto a 
los 112 Ayuntamientos del Estado de Michoacán, 
así como al Concejo Mayor de Cheran, para que 
emitan el resultado de su votación, en los términos 
de la fracción IV del artículo 164 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán 
de Ocampo.

Artículo Segundo. El presente Decreto entrara en 
vigor el día siguiente al de publicación en el Periódico 
Oficial del Gobierno Constitucional del Estado Libre 
y Soberano de Michoacán de Ocampo.

Palacio Legislativo de Morelia, Michoacán, 
a los 14 catorce días del mes de noviembre del año 
2024.

Atentamente

Dip. David Martínez Gowman

[1] Miguel Alfonso Meza, abril 25, 2019, El derecho humano a un ambiente 
libre de corrupción, reivindicar la soberanía popular, Revista Nexos.

[2] Maestra Elma del Carmen Trejo García, julio 2006, Los tratados 
internacionales como fuente de derecho nacional, así como la sentencia por 
contradicción de tesis 293/2011.

[3] https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-comparado/
article/view/17075/17617).

En otras palabras, se trata de la vigencia del Estado 
de derecho a través del derecho al buen gobierno, el 
que se expresa por la garantía de que las instituciones 
funcionen en los términos de eficacia y eficiencia que 
el orden constitucional democrático dispone (Diego 
Valadés, 2005, p. 168).

En este sentido, es preciso encontrar respuestas 
para lograr la justiciabilidad de los derechos humanos 
en el contexto del combate a la corrupción, pues ese 
mal añejo no se acaba por decreto o por la asunción 
político-electoral del poder público, pero sí, en gran 
medida, se puede procurar acabarla, combatiendo las 
causas que le originan. Sobradamente ha quedado 
evidenciado, la corrupción es un fenómeno que se 
controla, no se erradica, aunque este verbo debería 
ser el ideal en una sociedad que además de ser 
democrática, debería ser ética.

Infinidad de ocasiones los mexicanos hemos 
escuchado declaraciones de corte político que 
señalan que la presente administración federal la que 
se encuentre en turno combatirá frontalmente las 
causas y efectos de la corrupción.

Ahora bien, de forma enunciativa se puede 
señalar, que entre los actos generadores de la 
corrupción se encuentran el soborno, el desvío de 
recursos públicos, el abuso de funciones públicas, 
la colusión, la conspiración, el tráfico de influencias, 
el enriquecimiento ilícito, la obstrucción de 
la justicia, el uso ilegal de información falsa o 
confidencial, el conflicto de interés y el nepotismo; 
pero fundamentalmente las lacerantes e históricas 
desigualdades sociales, económicas y políticas.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a 
consideración de esta Soberanía el siguiente Proyecto 
de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un párrafo cuarto al 
artículo 1° de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, para 
quedar como sigue:

Artículo 1º. En el Estado de Michoacán de Ocampo 
todas las personas gozarán de los derechos humanos 
que reconoce la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, así como 
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos 
y bajo las condiciones que la Constitución Federal 
señala, así como de los demás derechos establecidos 
en esta Constitución y en las leyes que de ambas 
emanen.
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